
  

 

FICHA PROGRAMÁTICA 
 

Temática: Seguridad y Defensa  
 

Descripción del problema 
Colombia lleva medio siglo atrapada entre la paz y la guerra. Hace ocho años cerramos el 
conflicto con las FARC, pero el Estado ha tardado en la implementación del acuerdo y la 
política de seguridad se estancó, transformando la violencia. Hoy enfrentamos 13 grupos 
armados sofisticados, violentos y arraigados en el crimen organizado. 
La ciudadanía vulnerable carga con los costos, como el desplazamiento de más de 60,000 
personas en el Catatumbo solo en febrero. Esta crisis amenaza el tejido social, las 
expresiones culturales y los procesos comunitarios que son pilares de paz. Vivimos más 
inseguridad que hace una década, con un Estado debilitado y grupos armados que lo 
reemplazan, regulando economías y cooptando comunidades. La impunidad es 
inaceptable: 9 de cada 10 delitos no se esclarecen. Venimos de dos fracasos: el gobierno 
de Duque incumplió el Acuerdo de Paz y el de Petro improvisó una "Paz Total" sin resultados, 
permitiendo la expansión criminal. Este proyecto propone cuatro mandatos para recuperar 
la seguridad: un Estado fuerte, capaz, eficaz y soberano. 

Cifras y datos de contexto 
• Violencia y criminalidad: Entre el año 2023 y el 2024 la extorsión creció en un 

25.19%, representada en un aumento de 2791 casos y el confinamiento aumentó 
57%, afectando mayoritariamente a pueblos étnicos. El desplazamiento forzado 
marcó el inicio de 2025 con una crisis humanitaria en el Catatumbo. Se registraron 
157 asesinatos de líderes sociales en 2024, y los homicidios generales tuvieron un 
leve descenso en 2024, con repunte en 2025. Los hurtos disminuyeron en 2024. 

• Dinámica del conflicto: Las zonas en disputa se duplicaron entre 2022 y 2025, 
pasando de 7 a 14. La expansión criminal fue favorecida por la política de seguridad 
negligente de 2018-2022 y el fracaso inicial de la Paz Total. La "Paz Total" otorgó 
visibilidad a grupos armados en contextos urbanos. 

Propuestas 

Un Estado fuerte  
 
El Estado debe restablecer el control territorial con legitimidad, enfrentando al crimen 
organizado con una justicia estratégica especializada, como una Fiscalía Antimafia. 

• Crear el sector de Seguridad y Justicia con presencia en las regiones. 
• Retomar el control de las cárceles con una reforma penitenciaria integral. 
• Implementar una justicia de tres tiempos: todo el peso del Estado a criminales 

organizados, justicia ordinaria a la delincuencia común y justicia restaurativa para 
conflictos políticos y sociales. 



  

 

• Eliminar la Procuraduría y destinar sus recursos a fortalecer la Fiscalía Antimafia. 
• Fortalecer a la Fuerza Pública con inteligencia, tecnología y formación en derechos 

humanos e interculturalidad. 

Construir Estado  
 
La seguridad es sostenible si se construye sobre justicia social y presencia integral del 
Estado en todo el territorio con salud, educación, empleo y justicia. 

• Crear un Fondo de Desarrollo Regional que impulse proyectos territoriales con 
participación comunitaria e interculturalidad. 

• Crear regiones metropolitanas y provinciales para optimizar la acción del Estado. 
• Fomentar el desarrollo económico local con Alianzas Público-Privadas Populares. 
• Fortalecer los sistemas locales de seguridad y justicia con más pie de fuerza y 

mediación comunitaria. 

Un Estado capaz  
 
Se necesita recuperar el poder operativo de la Fuerza Pública, profesionalizándola y 
garantizando bienestar a sus integrantes. 

• Implementar una nueva política de drogas basada en evidencia, que combine 
transición a economías lícitas, interdicción de eslabones fuertes y un enfoque de 
salud pública para el consumo. 

• Crear un Sistema Unificado de Lucha contra el Crimen Organizado para perseguir 
sus finanzas, incautar capital ilegal y reinvertirlo en educación, salud y cultura. 

• Diferenciar entre economías ilícitas (a ser contenidas) y grupos criminales (a ser 
combatidos). 

Un Estado soberano  
 
La seguridad del siglo XXI requiere soberanía política, territorial y cultural para enfrentar 
amenazas transnacionales. 

• Defender y proteger las fronteras, garantizando oportunidades y reconocimiento 
cultural a sus pueblos. 

• Ejercer liderazgo internacional para reformar el régimen de drogas, promoviendo 
la desclasificación del cannabis y la hoja de coca como patrimonio cultural 
ancestral. 

• Fortalecer una diplomacia multilateral que integre temas ambientales, culturales 
y tecnológicos. 


